Radicación: 6600122040002021-00116-00

Accionante: Fabián Celis González
Accionado: Fiscalía 35 Seccional de Dosquebradas
Decisión: Declara improcedencia

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PROCESO EN CURSO / EN ESTOS CASOS LA ACTUACIÓN DEBE ADELANTARSE PREVIAMENTE DENTRO DE ÉL.
El debido proceso, consagrado en el artículo 29 Constitucional, es una figura que se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades. Respecto de esta figura en el proceso penal ha dicho la Corte Constitucional:

“Ahora bien, en materia penal, el respeto al debido proceso, tiene una mayor incidencia e importancia en el desarrollo del proceso judicial, particularmente por el compromiso de derechos como la libertad de locomoción, el de la presunción de inocencia, el derecho de defensa, la legalidad de las actuaciones y la posibilidad de acceder a una administración de justicia y obtener de esta una pronta resolución a su situación dada…”
Así, se evidencia una íntima relación del debido proceso con el derecho de defensa, entendiendo este como una garantía que tiene toda persona en el ámbito de cualquier actuación judicial que se siga en su contra a ser oída, a presentar sus propias razones, a contradecir, presentar pruebas, objetar las de la contraparte y presentar los recursos de ley contra las decisiones que se adopten. 

Pero, a pesar de lo anterior, hemos de decir que no resultan de recibo los reparos formulados por el accionante en contra de la actuación penal seguida en su contra, ni tienen estos el alcance suficiente como para interferir en su favor por esta vía excepcional…
… en el caso bajo estudio es evidente que el accionante ha desconocido el carácter subsidiario y residual de la querella de amparo constitucional, si partimos de la base consistente en que en la actualidad no ha culminado el proceso penal por medio del cual se están investigando los hechos delictivos en que pudo haber incurrido, esto es, no hay ejecutoria de una sentencia condenatoria, y tanto es así, que el accionante pretende poner en tela de juicio los motivos que incidieron para la emisión de una decisión de carácter condenatorio previo a conocer los elementos en que esta se basó…
En este punto, es importante hacer referencia a lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional, cuando ha enfatizado que el Juez de tutela se encuentra prácticamente inhabilitado para pronunciarse sobre asuntos que están pendientes por definirse en las vías ordinarias ante el juez natural:
“5.1. Improcedencia de la acción de tutela contra providencia judicial cuando el proceso aún se encuentra en trámite.

La Corte Constitucional ha señalado que el requisito de subsidiariedad cuando se atacan decisiones judiciales, se puede presentar en dos escenarios: (i) cuando el proceso ha concluido; o (ii) se encuentra en curso. En el segundo de los escenarios, la intervención del juez constitucional está vedada en principio, toda vez que la acción de tutela no constituye un mecanismo alternativo o paralelo para resolver problemas jurídicos que deben ser resueltos al interior del trámite ordinario”.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del ciudadano FABIÁN CELIS GONZÁLEZ, quien actúa en su propio nombre, en contra de la FISCALÍA 35 SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS, y otros.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Los hechos consignados por el accionante en el libelo, en síntesis, dan cuenta de que en su contra se está siguiendo un proceso penal a instancias del Juzgado 1° Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, por la presunta comisión del delito de acoso sexual que, según el Ente Acusador, fue perpetrado en una institución educativa cuando él desempeñaba allí la labor de docente; ello, por cuanto unas estudiantes decidieron presentar queja en su contra para las calendas del 14 de agosto de 2015. 
Refirió que la Personería dictó fallo sancionatorio en su contra el 8 de octubre de 2015, pero la Procuraduría Regional de Risaralda al revisar el caso catalogó como irregular la decisión inicial, así, mediante auto del 18 de abril de 2016 se decretó la nulidad de la investigación disciplinaria. Más adelante, concretamente el 22 de enero de 2020 se evaluó el mérito de la investigación disciplinaria y se resolvió proferir pliego de cargos en su contra. Finalmente, el 25 de marzo de 2025 la Procuraduría Provincial de Pereira, que en últimas asumió el conocimiento de la investigación disciplinaria lo absolvió del cargo único de falta gravísima a título de dolo que se le formuló. 
De igual manera, y como se mencionó al inicio, en contra del señor Fabián Celis se está adelantando también una actuación penal, y reprocha dicho ciudadano que el representante del Ministerio Público en las diligencias penales solicite a la judicatura que se tase en su contra la pena más alta, con lo que ese funcionario estaría desconociendo la investigación seria y objetiva realizada por la Procuraduría Provincial de Pereira. 
Resaltó que las denunciantes, quienes eran mayores de 14 años para la época de los hechos, no fueron colaboradoras con las autoridades cuando se les requirió y se les citó para que aportaran datos a la investigación y ampliaran su denuncia. Además, no se logró obtener un dictamen pericial psicológico que respaldara la credibilidad de los dichos de esas estudiantes, a lo que se debe aunar que ellas dejaron filtrar información que daba cuenta de su interés por lograr a toda costa un cambio de docente. 
Por otro lado sostuvo el accionante que en el devenir del proceso no contó con una adecuada defensa técnica, ejercida por la Defensora María Torcoroma Prince, quien desempeñó un papel meramente formal y carente de estrategias jurídicas defensivas, tanto es así, que no allegó al proceso penal copia de la decisión adoptada por la Procuraduría Provincial de Pereira para así realizar una solicitud de absolución perentoria, lo que no se hizo, y en últimas el sentido del fallo resultó ser de carácter condenatorio.
A modo de ver del accionante, no tiene sentido que si a la luz de un fallo de índole disciplinaria se declaró que él no afectó la buena marcha de la administración, pueda ser sancionado penalmente por esa misma conducta, lo que vulnera el principio de non bis in ídem, especialmente cuando la decisión disciplinaria se basó en pruebas trasladadas de la actuación penal. 
 PRETENSIONES:
El accionante formuló las siguientes: 
“SOLICITO MUY RESPETUOSAMENTE A USTED SEÑOR(A) JUEZ(A) DE CONOCIMIENTO DE LA PRESENTE TUTELA, UNA VEZ USTED VERIFIQUE MI PERJUICIO A CAUSA DE FALTA DE DEFENSA TECNICA CON INCIDENCIA NEGATIVA REFLEJADA EN EL SENTIDO DEL FALLO EN MI CONTRA, POR FAVOR ORDENE LOS CORRECTIVOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES A MI FAVOR, Y POR LOS CUALES HE RESULTADO PERJUDICADO EN GRACIA A UNA DEFICIENTE DEFENSA TECNICA DENTRO DE LA ACTUACION PENAL, DE LA CUAL YO DESCONOCIA TOTALMENTE, Y HOY QUE COMPRENDO QUE ESA FALLA EN EL SERVICIO DE DEFENSA TECNICA, PUEDE SER CORREGIDO Y SUBSANADO POR VIA DE TUTELA, RUEGO SE ORDENE LA PROTECCION DE MIS DERECHOS FUNDAMENTALES A QUE TENGO DERECHO COMO CIUDADANO ABSUELTO POR LA PROCURADURIA EN INVESTIGACION QUE SE ADELANTÒ CON IGUAL IDENTIDAD DE SUJETO, OBJETO Y CAUSA A LOS QUE SE DEBATEN EN LA JURISDICCION PENAL .

ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión y conformación del contradictorio: 

El Despacho sustanciador profirió auto admisorio el 24 de junio de 2021, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la FISCALÍA 35 SECCIONAL DE DOSQUEBRADAS y el señor PROCURADOR JUDICIAL LUIS FERNANDO VALDERRAMA. Además, dispuso la vinculación oficiosa de todas las partes y sujetos intervinientes dentro de la actuación penal demandada, a la Dra. MARÍA TORCOROMA PRINCE, el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, la PERSONERÍA MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, PROCURADURÍA REGIONAL DE RISARALDA Y PROVINCIAL DE PEREIRA, INSTITUCIÓN EDUCATIVA BOSQUES DE LA ACUARELA y el ICBF ZONAL DOSQUEBRADAS.
2. Intervenciones:

i) La Dra. María Torcoroma Prince Navarro descorrió el traslado de la presente acción indicando que dentro del proceso penal referido por el accionante, y donde se refiere a ella como una de las accionadas, fungió como defensora de confianza y no pública a partir de la audiencia preparatoria. 
Explicó que, aunque ahora el accionante le reproche por no haber allegado una prueba sobreviniente al proceso, como es el fallo emitido por la Procuraduría Provincial de Pereira, ella no tenía conocimiento de la misma, además, resaltó que en materia penal no influye el proceso administrativo al que tuvo que someterse el procesado por ser funcionario público, entonces, la decisión adoptada en el escenario disciplinario no compromete al penal.

Además, dijo que debe tenerse en consideración que el fallo de la Procuraduría se profirió de manera posterior a la culminación del debate probatorio lo que tuvo ocurrencia el 20 de noviembre de 2020, habiéndose fijado fecha para los alegatos el 4 de marzo de 2021, fecha para la que todavía no se había emitido la pluricitada decisión.
Resaltó que ella ejerció su labor de manera acuciosa y ética, y que su rol es de medio, pero no de resultados.

ii) La Directora del ICBF Regional Risaralda, Dra. Claudia Patricia Serna Gallego, refirió que no ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por el accionante y pidió ser desvinculada de la presente actuación. 
iii) La Jueza Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, Dra. Lucelly Amparo Marín Martínez, refirió que la presente querella de amparo no cumple con las reglas mínimas para su procedibilidad, y por ende, para realizar un estudio de fondo frente a las pretensiones planteadas por el accionante. 

Explicó que el libelista está facultado para postular su inconformidad ante la justicia ordinaria, sin que hasta ahora se hayan agotado todas las instancias disponibles. 

Finalizó diciendo que las actuaciones adelantadas por ese Despacho gozan de legitimidad desde el punto de vista constitucional, y que se han respetado las garantías del debido proceso; además, la sentencia puede ser objeto del recurso de apelación. 
iv) La Procuradora Regional de Risaralda (E), Dra. Alba Lucy García Martínez, indicó que con relación a los hechos narrados por el accionante, esa entidad no tuvo participación ni por activa ni por pasiva en el escenario judicial, así como tampoco el disciplinario. 

Sin embargo, se ocupó de aclarar que en lo que tiene que ver con los reproches formulados en contra del Dr. Luis Fernando Valderrama, en su calidad de Procurador – Representante del Ministerio Público dentro del proceso penal, debe tenerse en cuenta que la Procuraduría ejerce sus funciones a través de tres procesos misionales: “preventivo”, “disciplinario” y de “intervención”, y que en esta última, que es la que le corresponde al Dr. Valderrama, este funge como sujeto procesal para intervenir ante las distintas jurisdicciones, autoridades administrativas y de policía, mientras que la función preventiva conlleva vigilar el actuar de los servidores públicos y la disciplinaria investiga las conductas de los servidores públicos establecidas en el Código Disciplinario Único, siendo estas últimas las que le corresponden a las Procuradurías Territoriales (Regional y Provincial). 
Pidió su desvinculación del presente asunto, tras aludir una falta de legitimación por pasiva. 

v) El Procurador Provincial de Pereira, Dr. Leonardo Fabio Reales Chacón, al igual que la Dra. Alba Lucy García, se refirió a las funciones preventiva, disciplinaria y de intervención de la Procuraduría, explicando que “la función del Procurador Judicial Penal, aquí accionado y en quien está a cargo el proceso penal en curso, es diferente a la funci6n que despliega la Procuraduría Provincial de Pereira, en concreto, dentro del proceso disciplinario radicado al No lUS: 2015-382330 lUC D: 2015-603-846746 donde se absolvi6 del cargo disciplinario endilgado al actor, señor FABIAN CELIS GONZALEZ, pues se trata de dos procesos diferentes”.
Así mismo, el Dr. Leonardo se refirió a las diferencias destacadas entre el proceso penal y el disciplinario en los siguientes términos: 
“El bien jurídico objeto de protección, mientras que en materia penal se
busca proteger distintos bienes jurídicos, en materia disciplinaria el único bien jurídico objeto de protección está representado por la buena marcha de la administración.

Mientras en el proceso penal la pena tiene una función de prevención general y especial, de retribución justa, de reinserción social y de protección al condenado, en el proceso disciplinario la sanción tiene una función preventiva y correctiva.

En cuanto a la autoridad pública encargada de adelantar el proceso penal es evidente que se trata de funcionarios investidos de poder jurisdiccional cuyas decisiones hacen tránsito a cosa juzgada, mientras, por regla general, el proceso disciplinario está a cargo de autoridades administrativas cuyas decisiones pueden ser impugnadas ante la jurisdicción contencioso administrativa;

En cuanto a la tipicidad, la descripción de la conducta señalada en la
legislación penal no atiende a los mismos parámetros de aquella descrita por la legislación disciplinaria, pues en esta última el operador jurídico cuenta con un margen mayor de apreciación.

Con relación a las faltas, en el derecho disciplinario no es necesario que determinada falta este tipificada en una ley para que sea punible en ese campo, es decir para que se considere que existe falta disciplinaria no basta con solo ver las contempladas en el Código Único Disciplinario, sino que, también se deben mirar las establecidas en otro reglamento, manual, etc, mientras que en el derecho penal es esencial que todo aquello que el legislador considere que es un delito debe estar tipificado en una ley, para así llevar a cabo una investigaci6n y eventualmente un juzgamiento.”. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017 y posteriormente por el Decreto 333 de 2021.

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala establecer si, como afirma el accionante, la acción de tutela resulta ser el escenario propicio para dirimir asuntos relacionados con el proceso penal que cursa en su contra por incurrir en la presunta comisión del delito de acoso sexual en concurso homogéneo.
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 
Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

Sobre el debido proceso:

El debido proceso, consagrado en el artículo 29 Constitucional, es una figura que se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades. Respecto de esta figura en el proceso penal ha dicho la Corte Constitucional:

“Ahora bien, en materia penal, el respeto al debido proceso, tiene una mayor incidencia e importancia en el desarrollo del proceso judicial, particularmente por el compromiso de derechos como la libertad de locomoción, el de la presunción de inocencia, el derecho de defensa, la legalidad de las actuaciones y la posibilidad de acceder a una administración de justicia y obtener de esta una pronta resolución a su situación dada. En este contexto, la sentencia T-039 de 1998, M.P. Antonio Barrera Carbonell señaló lo siguiente:

“El derecho fundamental al debido proceso en materia penal, siguiendo la reiterada jurisprudencia de la Corte, constituye una limitación al poder punitivo del Estado, en cuanto comprende el conjunto de garantías sustanciales y procesales especialmente diseñadas para asegurar la legalidad, regularidad y eficacia de la actividad jurisdiccional en la investigación y juzgamiento de los hechos punibles, con miras a la protección de la libertad de las personas, u otros derechos que puedan verse afectados.

“Las aludidas garantías configuran, conforme al art. 29 de la Constitución, los siguientes principios medulares que integran su núcleo esencial: legalidad, juez natural o legal, favorabilidad, presunción de inocencia, derecho a la defensa  (derecho a la asistencia de un abogado, a presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las obtenidas con violación del debido proceso, y a impugnar la sentencia condenatoria), debido proceso público sin dilaciones injustificadas, y  a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.”  (Subraya y negrilla fuera del texto original).

De esta manera, al desarrollar el derecho al debido proceso, buscó la Carta Política reforzar las garantías que conforman este concepto jurídico. Es por ello que a fin de controlar la capacidad punitiva del Estado la cual puede afectar la libertad personal, la presunción de inocencia y el buen nombre de las personas que se encuentren incriminadas en una actuación penal, dispuso que toda persona sindicada tiene derecho a la defensa, a la asistencia de un abogado para su asesoramiento en las diferentes etapas del proceso, a un debido proceso sin dilaciones injustificadas, a la posibilidad de presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra, a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.” 

Así, se evidencia una íntima relación del debido proceso con el derecho de defensa, entendiendo este como una garantía que tiene toda persona en el ámbito de cualquier actuación judicial que se siga en su contra a ser oída, a presentar sus propias razones, a contradecir, presentar pruebas, objetar las de la contraparte y presentar los recursos de ley contra las decisiones que se adopten. 

Pero, a pesar de lo anterior, hemos de decir que no resultan de recibo los reparos formulados por el accionante en contra de la actuación penal seguida en su contra, ni tienen estos el alcance suficiente como para interferir en su favor por esta vía excepcional, acorde con los siguientes motivos: 

Los breves argumentos planteados hasta ahora, revelan que el escenario por excelencia con el que cuentan los sujetos pasivos de una actuación judicial para reclamar la garantía de sus derechos mínimos, en especial aquellos relacionados con el debido proceso y la defensa, es al interior del proceso y ante el Juez de la causa; ello, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional, lo que denota la improcedencia de la presente acción por incumplimiento del requisito de subsidiariedad.  
Y es que no podemos perder de vista que la gran mayoría de procesos y trámites de índole judicial se caracterizan por gozar del principio de la doble instancia, lo que quiere decir que el legislador ha previsto para los trámites jurisdiccionales la posibilidad de activar el mecanismo de la apelación de las decisiones, con el fin de que un Juez distinto a aquel que dictó el pronunciamiento frente al cual se presenta el desacuerdo, pueda verificar su legalidad, e incluso establecer si con la decisión opugnada se vulneró algún derecho fundamental o se desconocieron los lineamientos del debido proceso. 

En otras palabras, la acción constitucional de tutela, por su carácter residual, se constituye en la última ratio a la cual deben acudir los ciudadanos cuando consideren que sus derechos y garantías fundamentales han sido conculcados en el devenir de un proceso judicial, y ello se pueda advertir casi de bulto por las circunstancias que factiblemente se logren demostrar en el trámite tuitivo, o por la aplicación de las reglas de la experiencia. 

Todo lo anterior, encuentra su justificación en la necesidad de respetar los principios de autonomía judicial, del Juez natural y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“(…) Dado que el  ordenamiento jurídico cuenta con un sistema judicial de protección de los derechos constitucionales, incluyendo por supuesto los que tienen la connotación de fundamentales, la procedencia excepcional de la tutela se justifica en razón a la necesidad de preservar el orden regular de competencias asignadas por la ley a las distintas autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su paulatina desarticulación sino también garantizar el principio de seguridad jurídica.
En consecuencia, en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales hay una regla general: la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos. Así lo consideró la Corte Constitucional, por ejemplo, en la sentencia T-568/94.”

En igual sentido, dijo en sentencia T-103 de 2014, con ponencia del H. Magistrado Jorge Iván Palacio Palacio, que: 

“… no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales (…) tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso…” Decisión que, entre otras, fue reiterada en la sentencia SU-622 de 2001 y posteriormente en la sentencia C-590 de 2005, donde se señaló que la acción de tutela es un medio de defensa judicial subsidiario y residual, y que las acciones judiciales ordinarias constituyen supuestos de reconocimiento y respeto de los derechos fundamentales.
En igual sentido, la Sala Plena en la sentencia SU-026 de 2012, señaló lo siguiente: “Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. Por otra parte, en la sentencia SU-424 de 2012 se destacó: “(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten ”.”

Acorde con lo antes expuesto, en el caso bajo estudio es evidente que el accionante ha desconocido el carácter subsidiario y residual de la querella de amparo constitucional, si partimos de la base consistente en que en la actualidad no ha culminado el proceso penal por medio del cual se están investigando los hechos delictivos en que pudo haber incurrido, esto es, no hay ejecutoria de una sentencia condenatoria, y tanto es así, que el accionante pretende poner en tela de juicio los motivos que incidieron para la emisión de una decisión de carácter condenatorio previo a conocer los elementos en que esta se basó, y es que en el caso del accionante todavía no se ha dado lectura a la decisión de primera instancia. 

En este punto, es importante hacer referencia a lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional, cuando ha enfatizado que el Juez de tutela se encuentra prácticamente inhabilitado para pronunciarse sobre asuntos que están pendientes por definirse en las vías ordinarias ante el juez natural:
“5.1. Improcedencia de la acción de tutela contra providencia judicial cuando el proceso aún se encuentra en trámite.
La Corte Constitucional ha señalado que el requisito de subsidiariedad cuando se atacan decisiones judiciales, se puede presentar en dos escenarios: (i) cuando el proceso ha concluido; o (ii) se encuentra en curso. En el segundo de los escenarios, la intervención del juez constitucional está vedada en principio, toda vez que la acción de tutela no constituye un mecanismo alternativo o paralelo para resolver problemas jurídicos que deben ser resueltos al interior del trámite ordinario. Sobre el particular en la sentencia T-113 de 2013 se consignó:
“En efecto, al estudiar el requisito de subsidiariedad en estos casos se pueden presentar dos escenarios: i) que el proceso haya concluido [33]; o ii) que el proceso judicial se encuentre en curso [34]. Lo anterior constituye un factor para diferenciar el papel del juez constitucional en cada caso, de una parte, si se enfrenta a la revisión de la actuación judicial de un proceso concluido deberá asegurarse que la acción de amparo no se está utilizando para revivir oportunidades procesales vencidas, que se agotaron todos los recursos previstos por el proceso judicial para cuestionar las decisiones impugnadas y que no se emplea la acción de amparo como una instancia adicional. De otra parte, si el proceso se encuentra en curso la intervención del juez constitucional está en principio vedada, pues como se sabe la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo pero puede resultar necesaria para evitar un perjuicio irremediable que comprometa la vulneración de derechos fundamentales.”
En tal sentido, la Corte ha sido enfática al considerar que la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo en la resolución de conflictos, por lo que no es dable la intromisión de la jurisdicción constitucional en la órbita propia de la justicia ordinaria sino cuando se presentan unas especialísimas circunstancias que hacen procedente el amparo. Es así como esta Corporación ha precisado algunas razones que resaltan la importancia del estudio del requisito de subsidiariedad a fin de determinar la procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, dentro de las que se destaca el respeto por el debido proceso propio de cada actuación judicial…”
 (negrillas y subrayas por fuera del texto original) 
Además, es del caso recordar que el artículo 230 Superior dota a los Jueces de la república de autonomía judicial e independencia en sus decisiones, así como de libertad interpretativa, al establecer que “…en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley.”, lo cual se traduce en la imposibilidad de modificar por vía de tutela las decisiones que se profieran por parte del Juez natural de la causa concreta, a no ser que se logre evidenciar a simple vista una decisión arbitraria y caprichosa que involucre una vía de hecho, ya que es una facultad inherente de los Jueces cimentar sus decisiones en la interpretación propia y personal que hacen al analizar los casos que son puestos en su conocimiento, partiendo además del hecho de que en las decisiones que toma la judicatura, siempre habrá alguien que resultará “derrotado” o inconforme con aquella, sin que ello implique por sí mismo, una vulneración de sus derechos, siempre y cuando se hayan respetado las bases del debido proceso.  

En ese orden de ideas, la Sala considera que el libelista pretende hacer uso de la querella de amparo como herramienta para prolongar, sin soporte probatorio alguno, un debate que se llevó en debida forma en el escenario procesal idóneo para el mismo.

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, resulta evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela; acorde con ello, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor FABIÁN CELIS GONZÁLEZ en contra de la FISCALÍA 35 SECCIONAL DE PEREIRA y otros; ello, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA
Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-1123 de 2003, M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis. 


� Corte Constitucional, sentencia T-1054 de 2010, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Sentencia T-396 de 2014. 
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